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Desde hace muchos años, no hay reforma tributaria donde no se añada alguna responsabilidad 
al contador público. Cabría preguntarse si esas responsabilidades realmente generan impactos 
significativos en el control de la evasión o si más bien lo que hacen es cargar al profesional con 
actividades inocuas que le quitan tiempo, en especial al revisor fiscal, que podría ser utilizado de 
manera más eficiente cumpliendo su verdadera labor.  
 
En un reciente evento académico con revisores fiscales pregunté qué tiempo dedicaban a hacer 
tareas para la DIAN. La respuesta me dejó perplejo: ¡la mayoría contestó que el 80%! 
 
¿Cómo puede el revisor fiscal cumplir en el 20% restante con obligaciones como el control de 
calidad, la valoración ética y las NIA? Muy difícil. 
 
Si uno hace una evaluación histórica de la evasión fiscal en Colombia, encuentra que su 
evolución no tiene un comportamiento decreciente, sino que fluctúa como resultado de muchos 
factores. No conocemos un estudio de correlación entre funciones y evasión, pero tener 
indicadores parecidos a los del promedio de América Latina parecería indicar que no hay una 
incidencia significativa entre el aumento de funciones y el control de la evasión fiscal.  
 
El proyecto de ley de financiamiento que ha entrado a discusión al Congreso no es la excepción. 
Impone varias cargas adicionales al contador o revisor fiscal, según sea el caso, las cuales a 
todas luces no ofrecen nada adicional más allá de poner al profesional en riesgos hasta de 
naturaleza penal. A continuación, hacemos un breve análisis de los artículos donde se incluye 
alguna referencia a la profesión. 
 

Artículo Exigencia Comentarios 

16 La DIAN solicitará información sobre 
el software en relación con la 
interacción con facturación, manejo 
de inventarios, IVA y otros asuntos, 
incluyendo la contabilidad y la 
información tributaria. 

Aparentemente la intención parece ser 
que, al entrar a evaluar el manejo de 
esos asuntos en el software, se incluya 
la correlación de ellos con la 
contabilidad. Sin embargo, la redacción 
un poco confusa podría llevar a pensar 
que se trata de un artículo intrusivo de la 
DIAN en la contabilidad, lo cual no es 
aceptable a la luz del artículo 4° de la 
Ley 1314. 

90 (434A) La omisión de activos o la inclusión 
de pasivos inexistentes por más de 
5.000 SMLMV ($3.906 millones de 
2018), además de multas por el 20% 
del valor omitido o incluido, puede 
generar prisión de 10 a 15 años. 

La sanción afecta a asesores contables, 
tributarios y contadores y revisores 
fiscales (RF). Si el RF no opina sobre la 
declaración de renta (DR), ¿se asume 
que su firma implica complicidad en 
estos casos? ¿implica la firma que 
automáticamente consiente, tolera o 
asesora la evasión? Si el RF firmara la 



DR con hechos contrarios a la realidad, 
incurriría en falsedad. Pero él no 
prepara ni audita la información incluida 
en la DR. En una empresa grande 
podría no detectarse un asiento 
incorrecto por $4.000 millones, 
dependiendo de la materialidad de 
auditoría, sin que eso signifique el RF 
fue el que orquestó el tratamiento. 
Consideramos que es un artículo 
contradictorio con la normatividad 
existente y que no consulta la 
naturaleza de la revisoría fiscal. 

90 (434B) La omisión de declaración y pago de 
todo o parte del impuesto genera 
multas y prisión que dependen del 
monto 

De nuevo se usan los verbos consentir, 
tolerar y asesorar. No nos parece que de 
repente el RF pase a ser responsable de 
las irregularidades fiscales, porque 
como hemos indicado, no tiene entre 
sus funciones hacer auditoría tributaria. 
No queda claro qué rol asumiría el RF 
en cuanto a este punto, porque más allá                   
un cruce de cifras no podría hacer 
mucho, en especial tratándose de 
pagar, que es una acción administrativa. 
De nuevo, el delito en caso de que las 
cifras no coincidan entre lo contable uy 
lo fiscal sería falsedad, que tiene una 
graduación de penas muy distinta. 

70 (254) El descuento de dividendos recibidos 
del exterior requiere de un certificado 
del revisor fiscal indicando la utilidad 
comercial, la fiscal, la tarifa de 
impuesto y la tasa efectiva de 
impuesto. 

Una nueva certificación que no aporta 
nada. En línea con las innumerables 
que se exigen se suma esta, que sigue 
la misma tradición: que el RF de fe de 
todo, como si no hubiera forma de hacer 
investigación fiscal. Un claro auxiliar de 
la DIAN con un resultado claramente 
discutible. 

98 (574-1) Impone al contador o RF la 
obligación de diligenciar el anexo del 
renglón de otras deducciones. 

Este es un claro ejemplo de 
requerimientos que no suman 
absolutamente nada y en cambio 
restan, porque incrementan la carga de 
los RF. No se ve para qué exigir el 
diligenciamiento al RF, una actividad 
que es claramente administrativa, 
cuando su función es de evaluación. Un 
completo despropósito. 

 
Como se observa, no hay una justificación de fondo para estas exigencias. En un proyecto que 
se supone que no es una reforma tributaria en el sentido de la palabra, se imponen 4 obligaciones 
más, se amenaza con cárcel y se mete en la misma sesta al RF junto con administradores y 
asesores, cuando sus responsabilidades son totalmente distintas. 
 



No esperemos que la revisoría fiscal mejore si lo que se quiere es que el bulto que carga cada 
día sea más pesado, de tal suerte que ni con faja se puede cargar, conduciendo a la hernia de 
estos profesionales. 
 
Mientras el gobierno y las entidades del Estado no entiendan cuál es la verdadera misión del 
revisor fiscal, el panorama será oscuro para lograr una función que de verdad genere valor y 
contribuya a la confianza pública. Más obligaciones nunca significan más eficiencia sino todo lo 
contrario. 


